
Número Identificador 
RES2018 ___________ 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES  

PANEL IV 
 

 
FEDERAL NATIONAL 

MORTGAGE 

ASSOCIATION 
 

Recurrida 

 
v. 

 
ANNIEL 

CARRASQUILLO 

AMARO 
 

Peticionaria 
 

 
 

 
KLCE201801354 

CERTIORARI 
procedente del 
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Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez Flores 

García y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el Sr. Anniel 

Carrasquillo Amaro (en adelante el señor Carrasquillo o el  

peticionario) mediante el recurso de Certiorari de epígrafe 

solicitándonos la revocación de la Resolución dictada por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Caguas (TPI) el 15 de agosto de 2018, 

notificada el 16 del mismo mes y año. Además, el peticionario 

acompañó con su recurso una Moción en Auxilio de jurisdicción. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del recurso de certiorari y declaramos No 

Ha Lugar a la Moción en Auxilio de jurisdicción. 

I. 

El 25 de enero de 2016 el Banco Popular de Puerto Rico (el 

BPPR) presentó una Demanda en cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca contra varios codemandados, entre ellos, el aquí 

peticionario. El 13 de abril de 2016 el señor Carrasquillo contestó la 



 
 

 
KLCE201801354 

 

2 

demanda negando los hechos esenciales de la misma y levantó varias 

defensas afirmativas.  

Luego de varios trámites procesales, los cuales no son 

pertinentes consignar, el 14 de julio de 2016 el TPI dictó la Sentencia 

condenando a la parte demandada a pagar al BPPR $19,746.49 de 

principal, más los intereses al 5.95% anual desde el 1 de julio de 

2015, así como los intereses acumulados y por acumularse a partir 

de esa fecha y hasta el total y completo repago de la deuda; cargos 

por demora equivalentes al 5% de todos aquellos pagos con atrasos 

en exceso de 15 días calendarios de la fecha de vencimiento hasta el 

total y completo repago de la deuda; los créditos accesorios y 

adelantos hechos en virtud de la escritura de hipoteca; $9,000 para 

el pago de costas, gastos y honorarios de abogado como suma pactada 

a dichos efectos en el pagaré. Además, ante la eventualidad de que no 

se realizara el pago, el TPI ordenó la venta en pública subasta de la 

propiedad hipotecada. La referida Sentencia se archivó en autos el 19 

de julio de 2016.  

Pasados aproximadamente dos (2) años, el 15 de julio de 2018 

el señor Carrasquillo presentó una moción intitulada Urgente Nulidad 

de Sentencia dentro del mismo pleito, Solicitud de Paralización Dejando 

sin Efecto Desahucio del 9 de julio de 2018. En esencia, dicha parte 

invocó los remedios de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil e indicó 

que el señor Carrasquillo es parte de un pleito de clase instado en el 

Tribunal de Distrito Federal para el Distrito de Puerto Rico sobre 

asuntos que inciden en los hechos alegados en la demanda. Atendida 

la referida moción y la oposición presentada por el BPPR, el 15 de 

agosto de 2018, notificada al día siguiente, el TPI dictó una Orden 

declarando la misma No Ha Lugar.  

Oportunamente el señor Carrasquillo presentó una Solicitud 

de Reconsideración y de Vista Evidenciaria. En la misma reiteró “que 

la acción pendiente ante la esfera federal antes citada en esta Moción 
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constituye motivo suficiente para activar lo dispuesto en el inciso (f) 

de la Regla 49.2, supra, se releve de la Orden emitida en este caso y 

que se paralicen los procedimientos [d]el presente caso.”1 En cuanto 

al planteamiento de la nulidad de la sentencia alegó que el préstamo 

hipotecario se otorgó sin que la parte estuviera debidamente 

cualificada para ello lo que se conoce como Predatory-lending.  

El 27 de agosto de 2018, notificada al día siguiente, el TPI dictó 

una Orden declarando No Ha Lugar a la solicitud de reconsideración.  

Inconforme con dicha determinación, el peticionario presentó 

el recurso de Certiorari que nos ocupa señalando los siguientes 

errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
no resolver en sus méritos la acción independiente 

de nulidad de sentencia y no relevar a la parte 
demandada-recurrente de la sentencia emitida en 
este caso.  

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
no celebrar una vista evidenciaría en este caso de 

conformidad con las alegaciones contendidas en la 
acción independiente de nulidad de sentencia de 

conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.  
 

Examinado el recurso presentado a la luz del derecho vigente, 

resolvemos sin la comparecencia de la parte recurrida. Regla 7(B)(5) 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. R. 

7(B)(5). 

II. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders at al. v. BBVAPR, 

185 DPR 307, a las págs. 337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 

324, a las págs. 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 

79, a las págs. 90-92 (2001). Para poder ejercer sabiamente nuestra 

facultad discrecional en la consideración de los asuntos planteados 

                                                 
1 Véase alegación 9, Apéndice del Recurso, pág. 8.  
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mediante dicho recurso, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

En síntesis, la precitada regla exige que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las circunstancias enumeradas anteriormente 

está presente en la petición de certiorari. De estar alguna presente, 

podemos ejercer nuestra discreción e intervenir con el dictamen 

recurrido. De lo contrario, estaremos impedidos de expedir el auto, y 

por lo tanto deberá prevalecer la determinación del foro recurrido. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Además, 

la norma vigente es que un tribunal apelativo solo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del 

tribunal de instancia, cuando este haya incurrido en arbitrariedad o 

en un craso abuso de discreción o en una interpretación o aplicación 

errónea de la ley. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580-581 

(2009). 

De otra parte, el tratadista Hernández Colón señala que “[l]a 

sentencia es la adjudicación definitiva de los hechos y obligaciones 

de las partes: la misma es el producto terminado del proceso. Las 

partes han sometido sus alegaciones y su prueba al tribunal, y este, 

después de darle deliberada consideración, dicta lo que se conoce 
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como la sentencia”. R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto 

Rico: Derecho Procesal Civil, 6ta ed., San Juan, LexisNexis Puerto 

Rico, 2017, sec. 4101, pág. 418.  

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, 

le confiere al tribunal el poder de dejar sin efecto totalmente una 

sentencia, orden o procedimiento. También permite reabrir el caso 

o solamente modificar parte de la sentencia, orden o procedimiento.2 

La Regla 49.2 dispone que la moción de relevo debe presentarse 

dentro de un término razonable que en ningún caso exceda los seis 

(6) meses. El término dispuesto es de naturaleza fatal en su 

acción extintiva del derecho. Transcurrido dicho plazo, no 

puede adjudicarse la solicitud. Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 

440 (2003); Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., 141 DPR 

237 (1996). Por otro lado, la referida regla no afecta el poder del 

tribunal para considerar una acción independiente contra la 

sentencia. “La acción podría ser una de nulidad de sentencia por 

falta de jurisdicción o por fraude al tribunal y se trataría de una 

demanda y un procedimiento distinto a aquel en que se produjo la 

sentencia. Cuando se trae la acción independiente, el término de 6 

meses no es aplicable”.3  

Una sentencia es nula cuando la misma se ha dictado sin 

jurisdicción o cuando al dictar la misma se ha quebrantado el debido 

procedimiento ley. La falta de jurisdicción puede ser en términos 

absolutos o por falta de jurisdicción sobre la persona o defectos en el 

emplazamiento.4 

 

III. 

                                                 
2 Íd, sec. 4801 a la pág. 453. 
3 [citas omitidas], R. Hernández Colón, supra, sec. 4814, pág. 462.   
4 Íd, sec. 4807, págs. 456-457. 
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 Del trámite procesal antes reseñado, así como del derecho 

aplicable antes consignado, surge claramente que el caso de autos no 

cumple con el término dispuesto en la Regla 49.2, supra, ni con 

ninguno de los criterios establecidos por nuestra jurisprudencia para 

solicitar la nulidad de la sentencia. Por ende, tampoco se encuentran 

presentes en el recurso los criterios esbozados en la Regla 40, antes 

citada. El peticionario no nos persuadió a intervenir con la 

determinación del foro de primera instancia. Ante la ausencia de 

perjuicio, parcialidad o error manifiesto, estamos impedidos de variar 

la determinación cuya revisión se solicita.  

IV. 

Por los fundamentos antes consignados, se deniega la 

expedición del auto de certiorari solicitado y se declara No Ha Lugar 

a la Moción en Auxilio de jurisdicción. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


